
Alberto Cárdenas Jiménez, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Jalisco, a 
los habitantes del mismo hago saber, que por conducto de la Secretaría del H. Congreso de esta 
Entidad Federativa, se me ha comunicado el siguiente decreto 
 
NUMERO 18905.- EL CONGRESO DEL ESTADO DECRETA: 
 

LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA DE DESARROLLO URBANO 
 

 CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 1.- La presente Ley tiene por objeto establecer la forma de, organización y funcionamiento 
de la Procuraduría de Desarrollo Urbano y sus disposiciones son del orden público e interés social  
y por tanto  de observancia general en la Entidad. 
 
Artículo 2.- La Procuraduría de Desarrollo Urbano es el Organismo Público Descentralizado del 
Poder Ejecutivo, con personalidad Jurídica y Patrimonio propio, a quien le corresponden las 
atribuciones de orientar y defender a los ciudadanos en la aplicación de la legislación urbanística, 
vigilar la correcta ejecución de la misma, así como promover la solución de todos los asuntos 
relacionados con el proceso de urbanización, conforme las disposiciones de éste ordenamiento, 
observando los procedimientos administrativos o jurisdiccionales en los casos que establezcan las 
leyes.  
 
Artículo 3.- Corresponde a la Procuraduría de Desarrollo Urbano el ejercicio de las siguientes 
atribuciones: 
 
I. Vigilar que se cumplan y observen debidamente las disposiciones que ordenen y regulen el 
desarrollo urbano en la Entidad; 

II. Organizar, desarrollar y promover actividades de investigación en materia de desarrollo urbano; 
 
III. Promover investigaciones académicas en coordinación con las instituciones de educación superior 
que operen en el Estado, para apoyar la gestión del desarrollo urbano y la participación social; 
 
IV. Realizar investigaciones y establecer mecanismos de difusión y comunicación con toda clase de 
instituciones públicas y privadas, para el mejor cumplimiento de sus atribuciones; 
 
V. Realizar acciones de orientación y difusión relacionados con el desarrollo urbano; 
 
VI. Promover acciones de información y capacitación relacionadas con el Desarrollo Urbano; 
 
VII. Promover la capacitación de servidores públicos y los peritos que participan en la gestión de 
acciones de urbanización y edificación; 
 
VIII. Participar en los procesos de consulta que convoquen las autoridades, para elaborar, evaluar 
y revisar los programas y planes de desarrollo urbano; 
 
IX. Promover la participación de los grupos sociales en los procesos de consulta que se convoquen 
en materia de desarrollo urbano; en coordinación  con los Consejos de Colaboraciones 
Municipales; 
 
X. Solicitar a las dependencias estatales y municipales información relativa a la expedición y 
revisión de los Programas y Planes de Desarrollo Urbano, previstos en la Ley de la materia; 
 
XI. Intervenir en los términos del artículo 390 de la Ley de Desarrollo Urbano, en la elaboración y 
suscripción de los convenios para la ejecución del complemento de las obras de urbanización en 
un desarrollo progresivo en la acción urbanística por objetivo social; 
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XII. Prestar servicios gratuitos de asesoría a los ciudadanos que requieran y le soliciten apoyo en 
asuntos relativos a la aplicación de las disposiciones de la  Ley de Desarrollo Urbano y de los 
programas y planes de desarrollo urbano que se expidan; 
 
XIII. Recibir y encauzar debidamente las peticiones relacionadas con la promoción del desarrollo 
urbano, que le formulen los vecinos de cualquier centro de población de la Entidad; 
 
XIV. Dictaminar cuando así le sea solicitado, y hacer las recomendaciones correspondientes, 
respecto a la aplicación de las normas que ordenen y regulen el asentamiento humano en la 
Entidad, con el propósito de aclarar las controversias que se presenten; 
 
XV. Vigilar que los acuerdos y convenios que celebren las dependencias y organismos federales, 
estatales y municipales que tengan por objeto ejecutar acciones de conservación y mejoramiento 
en sitios, predios y fincas afectos al Patrimonio Cultural del Estado, para que estos se realicen con 
apego a la normatividad aplicable; 
  
XVI. Representar en los términos que establece el artículo 169 y 170 de la Ley de Desarrollo Urbano, y 
cuando así se le solicite,  a los habitantes, asociaciones de vecinos  o propietarios de predios y fincas, en 
el ejercicio del derecho a exigir a la autoridad se lleven a cabo las suspensiones, demoliciones o 
modificaciones que sean necesarias, cuando las edificaciones y urbanizaciones, cambios de uso del suelo u 
otros aprovechamientos de fincas que contravengan las leyes, reglamentos, programas o planes de desarrollo 
urbano aplicables, que originen un deterioro a la calidad de la vida de los asentamientos humanos, los 
habitantes y propietarios de predios y fincas del área que resulten directamente afectados, para cumplir con los 
citados ordenamientos, conforme las disposiciones de la Ley General de Asentamientos Humanos y la Ley de 
Desarrollo Urbano del Estado de Jalisco; 
 
XVII. Representar, cuando así se le solicite, a particulares o asociaciones de vecinos en la gestión 
de asuntos relacionados con esta materia; 
 
XVIII. Ejercer de oficio las acciones en defensa de la integridad de sitios, predios y fincas afectos al 
Patrimonio Cultural del Estado, para que estos se realicen con apego a la normatividad aplicable; 
 
XIX. Representar, cuando así se le solicite, a quienes interpongan el recurso de revisión en los 
casos previstos en el artículo 18 de esta Ley; 
 
XX. Promover se declaren las nulidades establecidas en el artículo 416 de la Ley de Desarrollo Urbano 
del Estado de Jalisco; 
  
XXI. Intervenir en los casos previstos en los artículos 238, 245 fracción V, 289 y 294 fracción I de la 
Ley de Desarrollo Urbano del Estado de Jalisco, para los efectos de requerir a la Dependencia o 
Municipio que corresponda para que informen a la Procuraduría de Desarrollo Urbano las razones 
y justificaciones que motiven el retraso o negativa de lo requerido por los peticionarios; 
 
XXII. Solicitar se determinen y apliquen las sanciones administrativas en que incurran los 
servidores públicos, previstas en la Ley de Desarrollo Urbano y las demás que se señalen en otras 
normas jurídicas que les resulte competencia para aplicarlas; 
 
XXIII. Mediante convenio con el Tribunal de lo Administrativo y con la participación de los colegios 
de profesionistas, promover la integración del registro a efecto de acreditar a quienes participarán 
como peritos en el procedimiento administrativo y jurisdiccional, en las materias relacionadas con el 
objeto de esta Ley; 
 
XIV. Recomendar a las Autoridades Municipales se apliquen de manera inmediata las medidas de 
seguridad determinadas en la Ley de Desarrollo Urbano, en los casos en que presuman 
violaciones a la normatividad urbana vigente; 
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XXV. Presentar al Titular del Poder Ejecutivo Estatal un informe anual de sus actividades y de la 
aplicación de las normas que ordenan y regulan el asentamiento humano en el Estado; 
 
XXVI. Recepción de denuncia de particulares; 
 
XXVII. Recomendación a la autoridad competente para la aplicación de medidas de seguridad a 
efecto de que cese el riesgo eminente de afectación al Patrimonio Histórico, Cultural, Edificación de 
Carácter Vernáculo y de Imagen Urbana en el  Estado;   
 
XXVIII. Dar informes a la autoridad federal que corresponda, según el caso detectado, cuando sea 
de su competencia; 
 
XXIX. Recomendar la intervención de la autoridad municipal o estatal que corresponda a efecto de 
que inicie procedimiento administrativo de aplicación y ejecución de sanciones;  
 
XXX. Las acciones preventivas serán prioritarias a través de los Acuerdos de Coordinación que se 
celebren con diversas autoridades interesadas en la preservación, conservación y ampliación del 
Patrimonio Histórico, Cultural, Edificado de Carácter Vernáculo y de Imagen Urbana en el Estado; y 
 
XXXI. Las demás que expresamente le asignen la presente Ley, la legislación civil y otros 
ordenamientos de la materia. 
 
Artículo 4.- Los dictámenes que emita la Procuraduría, en ejercicio de la atribución que le otorga la 
fracción XIV del artículo anterior, serán declarativos para resolver las controversias entre 
particulares y autoridades en materia de ordenamiento y regulación de asentamientos humanos e 
interpretación de la norma aplicable. 
 
Artículo 5.- La actuación que realice la Procuraduría de Desarrollo Urbano  en la defensa y 
representación de los particulares, se iniciará a petición de parte interesada, en forma gratuita y 
siempre atenta al ejercicio de sus atribuciones. 
 
Artículo 6.- Cuando la Procuraduría de Desarrollo Urbano intervenga conforme lo previsto en la 
fracción XVI del artículo 3 que antecede, mediante acuerdo fundado y motivado, solicitará a la 
autoridad encargada de la vigilancia y control de esas acciones los informes respecto a las 
contravenciones, denuncias y en su caso la aplicación de medidas de seguridad que se hayan 
determinado y aplicado. La autoridad requerida dentro de los diez días hábiles siguientes a su recepción, 
rendirá informe fundado y motivado. La falta de observancia a esta disposición se hará del conocimiento 
del Congreso del Estado para que en su caso, implemente las medidas que correspondan conforme a 
los ordenamientos aplicables. 
 
Artículo 7.- El Titular del Poder Ejecutivo del Estado, conforme las disposiciones de la presente 
Ley, proveerá los medios necesarios para el  buen funcionamiento de la Procuraduría de Desarrollo 
Urbano, conforme se determine en la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público y lo 
autorice el Presupuesto de Egresos del Estado. 
 

CAPÍTULO II 
DESIGNACIÓN Y DURACIÓN DEL PROCURADOR 

 
Artículo 8.- El Procurador de Desarrollo Urbano será designado por el Congreso del Estado, a 
partir de la terna que integre el Consejo Estatal de Desarrollo Urbano.  

 
Para ser designado Procurador de Desarrollo Urbano se requiere: 
 
I. Ser ciudadano mexicano en pleno goce de sus derechos; 
 
II. Ser mayor de treinta años al día de su nombramiento; 
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III. Residir en el Estado, cuando menos cinco años inmediatamente anteriores al día de su 
designación; 
 
IV. Tener título en alguna licenciatura;  
 
V. Tener conocimientos y experiencia mínima de cinco años en materia de ordenamiento y 
regulación del asentamiento humano; y 
 
VI. No haber desempeñado, durante los últimos cuatro años anteriores, el cargo de Secretario de 
Desarrollo Urbano del Estado, ni haber sido titular, responsable o encargado de dependencia 
estatal o municipal responsable de emitir dictámenes, licencias, permisos y autorizaciones en 
materia de urbanizaciones, edificaciones, subdivisiones, relotificaciones e intervención en 
inmuebles afectos al patrimonio cultural edificado, ni haberse desempeñado como perito, 
apoderado general o representante en el ámbito privado en la misma materia. 
 
El Consejo Estatal de Desarrollo Urbano emitirá la convocatoria correspondiente para que sus 
miembros propongan candidatos para integrar la terna y esta sea propuesta al Congreso del 
Estado, quien en base a ella designará al titular de la Procuraduría de Desarrollo Urbano. 
 
Artículo 9.- El período del cargo de Procurador de Desarrollo Urbano será de cuatro años, y podrá 
ser reelecto concursando en igualdad de circunstancias que el resto de los candidatos. 
 
Su titular sólo será removido por causa grave conforme a las responsabilidades previstas en el 
artículo 91 de la Constitución Política del Estado de Jalisco. 
 

CAPÍTULO III 
DE LAS FACULTADES DEL PROCURADOR 

 
Artículo 10.- El Titular de la Procuraduría de Desarrollo ejercerá sus facultades conforme a lo que 
disponga esta Ley, la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de Jalisco y demás ordenamientos 
jurídicos de la materia. 
 
Artículo 11.- El Procurador de Desarrollo Urbano ejercerá  las siguientes facultades:  
 
I. Representar a la Procuraduría, ante las autoridades administrativas, judiciales y laborales, con 
todas las facultades generales y las que requieran de cláusula especial conforme a la Ley; 
 
II. Convocar a dependencias, organismos e instituciones públicas estatales y municipales; a los 
organismos de participación social y vecinal; así como a los organismos, instituciones y grupos 
sociales, para su información y consulta, en forma directa o a través del Consejo Estatal de 
Desarrollo Urbano o el Consejo de Colaboración Municipal correspondiente; 
 
III. Suscribir los contratos, convenios, acuerdos y dictámenes que deba celebrar o expedir la 
Procuraduría, en el ejercicio de sus atribuciones y facultades; así como en el ejercicio de su función 
específica de titular del organismo, para el adecuado funcionamiento del mismo; 
 
IV. Proponer al Ejecutivo del Estado los proyectos de programas y el presupuesto de egresos* para 
el ejercicio correspondiente a las funciones de la Procuraduría de Desarrollo Urbano; 
 
V. Dirigir, planear y coordinar las funciones, así como conducir los programas de la Procuraduría, 
para su eficaz seguimiento y consecución; 
 
VI. Realizar las gestiones legales, administrativas y financieras conducentes a la realización de los 
programas del organismo; 
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VII. Crear y modificar, en la medida que se lo permita el presupuesto de egresos, las unidades 
administrativas necesarias para el adecuado funcionamiento de la Procuraduría y la eficaz 
consecución de sus programas; 
 
VIII. Designar y remover a los representantes de la Procuraduría ante las comisiones, consejos, 
organizaciones, instituciones y entidades, públicas o de participación social, en las que deba 
participar la misma, ya por mandato de la Ley o bien por invitación expresa, siempre y cuando 
tenga relación con el desarrollo urbano en la Entidad; 
 
IX. Presentar al Titular del Poder Ejecutivo Estado el informe anual de actividades; 
 
X. Proponer al titular del Ejecutivo del Estado su  Reglamento Interno; 
 
XI. Expedir los manuales de Organización y Procedimientos, acuerdos, circulares, instructivos, 
bases, así como dictar las normas necesarias para la adecuada administración, operación y 
funcionalidad del organismo; 
 
XII. Acordar con los Directores de área los asuntos concernientes a cada una de ellas; 
 
XIII. Supervisar y evaluar las acciones que desempeñen las unidades administrativas bajo su 
dependencia directa, así como cada una de las direcciones de área; 
 
XIV. Nombrar y remover al personal del organismo en los términos de la Ley para los Servidores 
Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios; y 
 
XV. Las demás que le confieran esta Ley, la Ley de Desarrollo Urbano, el Reglamento Estatal de 
Zonificación, y otros ordenamientos legales. 
 
Artículo 12.- El Procurador de Desarrollo Urbano podrá conferir una o varias de sus atribuciones y 
facultades delegables a los servidores públicos de este organismo, sin perder por ello la potestad 
de ejercerlas de manera directa. 
 
Artículo 13.- El Procurador de Desarrollo Urbano podrá certificar los documentos que suscriba y 
aquellos originales contenidos en los expedientes que se integren, con motivo de las solicitudes de 
intervención y representación que sean presentadas ante la Procuraduría. Dichas certificaciones 
deberán cotejarse con los originales agregados a los referidos expedientes. 

CAPÍTULO IV 
DE SU ESTRUCTURA 

 
Artículo 14.- La Procuraduría de Desarrollo Urbano para el ejercicio de sus atribuciones, se 
integrará con las direcciones, subdirecciones, departamentos, oficinas y delegaciones que 
determine esta Ley y su Reglamento Interior. 
 
Artículo 15.- La Procuraduría contará con las siguientes direcciones de área: 

I. De  Administración y Coordinación; 

II. De Estudios Técnicos; 

III. Jurídica; 

IV. De Regulación y Ordenamiento de los Centros de Población; 

V. De Capacitación Ciudadana, Información y Difusión; y 

VI. De Gestión, Patrimonio y Apoyo Operativo;  
 
Artículo 16.- Corresponden a las direcciones  las siguientes funciones: 



 6  

I. Acordar con el Procurador el despacho de los asuntos relacionados con las actividades de su 
competencia e informarle de las acciones que realicen las unidades administrativas a su cargo; 

II. Desempeñar las instrucciones y comisiones que el Procurador les delegue y encomiende, y 
mantenerlo informado sobre el desarrollo de sus actividades; 

III. Establecer, de acuerdo a su competencia, las normas, políticas, criterios, sistemas y 
procedimientos de carácter técnico conforme a los cuales las unidades administrativas de su 
adscripción desarrollarán las actividades aprobadas por el Procurador; 

IV. Someter a la aprobación del Procurador los estudios, programas y dictámenes que se elaboren 
en el área de su responsabilidad; 

V. Planear, programar, organizar, dirigir, controlar y evaluar el funcionamiento de las unidades 
administrativas de su adscripción y proponer al Procurador, en su caso, su reorganización, fusión o 
desaparición; 

VI. Coordinarse con los titulares de las otras direcciones, cuando así se requiera, para el mejor 
funcionamiento de la Procuraduría; 

VII. Promover el ingreso, las licencias y el ascenso del personal adscrito a su dirección, y proponer 
al Procurador la delegación de facultades en servidores públicos subalternos; 

VIII. Formular los anteproyectos de programas y presupuestos; someterlos a la aprobación del 
Procurador y verificar su correcta y oportuna ejecución por parte de las unidades administrativas de 
su adscripción; 

IX. Suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus facultades y los que le sean señalados por 
delegación o le correspondan por suplencia; 

X. Recibir en acuerdo a los subdirectores, jefes de departamento y a cualquier otro servidor 
público, y conceder audiencia al público, conforme a los manuales administrativos y órdenes que 
expida el Procurador; 

XI. Proporcionar la información, datos y, en su caso, la cooperación profesional o técnica que le 
sea requerida por dependencias del Ejecutivo, así como de la misma Procuraduría, de acuerdo con 
las políticas establecidas por el Procurador; y 

XII. Las demás que le señalen el Procurador, las disposiciones legales respectivas y las 
atribuciones que competen a las unidades administrativas de su adscripción. 
 

CAPÍTULO V 
DE LAS AUSENCIAS Y SUPLENCIAS DE LOS  

SERVIDORES PÚBLICOS 
 
Artículo 17.- Son ausencias temporales aquellas que no excedan de treinta días naturales. Las 
que excedan, sin ser definitivas, deberán ser justificadas. Las ausencias serán suplidas, por quien 
señale el Procurador. 
 
Artículo 18.- Son ausencias definitivas aquellas que son producto de la renuncia o separación 
voluntaria, y de la remoción o destitución del cargo en ejercicio, muerte y las que excedan de 
treinta días naturales. 
 
Artículo 19.- El Procurador, durante su ausencia temporal o definitiva, será suplido por el Director 
del área jurídica. 
 
En caso de la ausencia definitiva, el Consejo Estatal de Desarrollo Urbano deberá proponer una 
terna al Congreso del Estado, en los términos de esta Ley, para la elección de un nuevo 
Procurador quien durará en el cargo el tiempo que reste al que sustituye. 
 
Artículo 20.- Se deroga.  
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Artículo 21.- Los Directores y Subdirectores de área, y los Jefes de Departamento, durante sus 
ausencias temporales, serán suplidos por el servidor público de la jerarquía inmediata inferior que 
designe el Procurador. 
 

CAPÍTULO VI 
DEL PATRIMONIO DE LA PROCURADURÍA 

 
Artículo 22.- El patrimonio de la Procuraduría de Desarrollo Urbano, estará formado con los bienes 
que el Estado le asigne para el desarrollo de sus funciones y los que ésta adquiera de acuerdo a 
sus características y se integra por: 

I. Los recursos que presupuestalmente se le asigne en el Presupuesto de Egresos del Poder 
Ejecutivo; 

II. Los bienes muebles e inmuebles que constituyan su inventario y los que adquiera para el 
cumplimiento de sus fines; 

III. Las donaciones, legados y cualquier otra aportación que reciba de instituciones públicas o 
privadas en el desempeño de sus funciones; 

IV. El numerario que, a disposición de la Procuraduría de Desarrollo Urbano, se registre en 
cualquiera de sus formas, para la atención de programas; y 

V. Los productos financieros que resulten de las inversiones y depósitos en instituciones bancarias. 
 
Artículo 23.- Los bienes constitutivos del patrimonio de la Procuraduría de Desarrollo Urbano, 
serán destinados o afectados en forma permanente, a la prestación directa o indirecta de los 
servicios públicos a su cuidado, o a la función social para la que fue creada. 
 
Artículo 24.- Los bienes que integran el patrimonio del organismo serán inembargables. 
 

CAPÍTULO VII 
DEL COMITÉ DE ADMINISTRACIÓN Y DE LA COMISIÓN  

DE ADQUISICIONES Y ENAJENACIONES 
 
Artículo 25.- El Comité de Administración de la Procuraduría de Desarrollo Urbano es un órgano 
colegiado que se integra con el objeto de tomar las decisiones que convengan al interés 
institucional, con respecto a la aprobación presupuestal, transferencias e información financiera del 
organismo público. 
 
Artículo 26.- El Comité de Administración se integra con: 

I. Un presidente que será el titular del organismo público; 

II. Tres vocalías que corresponderán a los representantes de las dependencias del Poder Ejecutivo 
del Estado que a continuación se indican: 

a) Secretaría General de Gobierno; 

b) Secretaría de Finanzas; y 

c) Secretaría de Administración; 
 
III. Una vocalía que corresponderá al Director de Coordinación de la Procuraduría; 
 
IV. Una vocalía que corresponderá a la Contraloría del Estado; y 

V. Un secretario que será el Director de Administración. 
 
Artículo 27.- Los integrantes del Comité actuarán con voz y voto, a excepción de quienes se 
indican en las fracciones IV y V del artículo anterior, los cuales participarán sólo con derecho a voz. 
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Artículo 28.- La Comisión  de Adquisiciones y Enajenaciones de la Procuraduría de Desarrollo 
Urbano es el órgano colegiado de consulta, asesoría, análisis, opinión, orientación y resolución que 
tiene por objeto intervenir como instancia administrativa en los procedimientos de adquisiciones de 
bienes muebles e inmuebles, enajenaciones de bienes, contratación de arrendamientos y servicios 
del organismo público. La Comisión de Adquisiciones y Enajenaciones se integrará de conformidad 
con la Ley de Adquisiciones y Enajenaciones del Gobierno del Estado, de la forma como se integra 
en un Organismo Paraestatal. 

 
TRANSITORIOS 

 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial “El Estado de Jalisco“. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
TERCERO. Quien actualmente funja como Procurador de Desarrollo Urbano del Estado de Jalisco 
deberá cumplir su encargo por los seis años, iniciando este término a partir del día en que tomó 
protesta ante la soberanía de este Poder Legislativo.  
 
CUARTO. Las reformas y adiciones de los ordenamientos señalados en los artículos primero y 
segundo de este decreto entraran en vigor al día siguiente de su publicación en el periódico oficial 
“El Estado de Jalisco” 
 

Salón de Sesiones del Congreso del Estado 
Guadalajara, Jalisco, 18 de enero de 2001 

 
Diputado Presidente 
Raúl Padilla López 

 
Diputado Secretario 

Francisco Javier Bravo Carbajal 
 

Diputado Secretario 
José de Jesús Alvarez Carrillo 

 
En mérito de lo anterior, mando se imprima, publique, divulgue y se le dé el debido cumplimiento. 
 
Emitido en Palacio de Gobierno, sede del Poder Ejecutivo del Estado Libre y Soberano de Jalisco, 
a los 12 doce  días del mes de febrero de 2001 dos mil uno. 
 

El Gobernador Constitucional del Estado 
Ing. Alberto Cárdenas Jiménez 

 
El Secretario General de Gobierno 

Dr. Mauricio Limón Aguirre 
 

TABLA DE REFORMAS 
 

DECRETO NÚMERO 21403/LVII/06.- Adiciona la fracción VI al artículo 8, modifica los artículos 9 y 
19 y deroga el artículo 20 de la Ley Orgánica de la Procuraduría de Desarrollo Urbano del Estado 
de Jalisco.-Ago.24 de 2006. Sec. VII. 
 

LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA DE DESARROLLO URBANO 
 

APROBACION: 18 DE ENERO DE 2001. 
 
PUBLICACION: 13 DE MARZO DE 2001. SECCION VIII. 
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VIGENCIA: 14 DE MARZO DE 2001. 


